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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

P O N E N C I A S

INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 192 DE 2025 SENADO

por medio de la cual se adoptan medidas para prevenir, corregir y sancionar conductas que afectan la 
salud mental en el marco del sistema de residencias médicas en Colombia y otras prácticas profesionales y 

se dictan otras disposiciones.

  
   

 

Bogotá, 01 de octubre de 2025 
 
Honorable Senador 
MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ 
Presidente 
Comisión Séptima Constitucional Permanente 
Senado de la República 
 
E.     S.     D.  
 

Referencia: Informe de PONENCIA POSITIVA PARA PRIMER DEBATE al Proyecto de Ley No. 192/2025 Senado “POR 
MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN MEDIDAS PARA PREVENIR, CORREGIR Y SANCIONAR CONDUCTAS 
QUE AFECTAN LA SALUD MENTAL EN EL MARCO DEL SISTEMA DE RESIDENCIAS MÉDICAS EN 
COLOMBIA Y OTRAS PRÁCTICAS PROFESIONALES Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 

Respetado Presidente: 
 
En cumplimiento del encargo hecho por la honorable mesa directiva de la Comisión Séptima del Senado de la República y de conformidad con lo 
establecido en el artículo 156 de la Ley 5ª de 1992, procedemos a rendir informe de ponencia positiva para primer debate en Senado, del Proyecto 
de Ley No. 192/2025 Senado “POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN MEDIDAS PARA PREVENIR, CORREGIR Y SANCIONAR 
CONDUCTAS QUE AFECTAN LA SALUD MENTAL EN EL MARCO DEL SISTEMA DE RESIDENCIAS MÉDICAS EN 
COLOMBIA Y OTRAS PRÁCTICAS PROFESIONALES Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” misma que se desarrollará de la 
siguiente manera: 
 
1. Antecedentes y trámite de la iniciativa de ley.  
2. Objeto y contenido del proyecto de ley.  
3. Consideraciones. 
4. Fundamentos normativos. 
5. Resumen de la iniciativa de ley. 
6. Impacto fiscal del proyecto de ley. 
7. Conflicto de intereses.  
8. Pliego de modificaciones propuesto por los ponentes. 
9. Proposición.  
10. Texto propuesto para primer debate en Senado.  
 
Atentamente,  

 
 
 
 
 
 
 

LORENA RÍOS CUÉLLAR 
COORDINADORA PONENTE 

 

 
 
 
 
 
 
 
 

NORMA HURTADO SANCHEZ 
PONENTE 

 
 
 

 
ESPERANZA ANDRADE SERRANO 

PONENTE 

 
 
 
 
 

HONORIO MIGUEL HENRIQUEZ PINEDO 
PONENTE 

  
   

 

 
 

1. Antecedentes y trámite de la iniciativa de ley.  
 
El presente proyecto de ley fue radicado por HONORIO MIGUEL HENRÍQUEZ PINEDO, ESTEBAN 
QUINTERO CARDONA, ANDRÉS GUERRA HOYOS, ENRIQUE CABRALES BAQUERO, JOSUÉ 
ALIRIO BARRERA, LORENA RIOS CUELLAR, ESPERANZA ANDRADE SERRANO, NORMA 
HURTADO SÁNCHEZ, NADIA BLEL SCAFF entre otros congresistas el pasado 19 de agosto de 2025, y 
publicado en la gaceta 1535 de 2025. 
 
Posteriormente fue remitido a la Comisión VII de Senado en donde mediante oficio CSP-CS- 0886-2025, 
fueron designados como ponentes: LORENA RIOS CUELLAR en calidad de COORDINADORA, NORMA 
HURTADO SANCHEZ, ESPERANZA ANDRADE SERRANO, y HONORIO HENRIQUEZ PINEDO, 
quienes procedemos a rendir la presente ponencia positiva.  
 

2. Objeto y contenido del proyecto de ley.  
 

La presente iniciativa tiene por objeto definir, prevenir, corregir y sancionar las diversas formas de agresión, 
maltrato, vejámenes, trato desconsiderado, burnout, acoso, bullying, hostigamientos, tratos ofensivos y en 
general toda conducta que afecte la dignidad humana, salud mental y física de las personas que están bajo la 
modalidad de practica estudiantil, contrato de aprendizaje, sistema de residencias médicas, practica formativa 
y relación docencia servicio.  
 
De manera que, de conformidad con el mandato constitucional, se redunde en acciones, mecanismos y 
procedimientos preventivos de las conductas que configuran acoso como: acoso, bullying, burnout, 
hostigamiento entre otros, en el ámbito de las practicas estudiantiles, laborales, contrato de aprendizaje, sistema 
de residencias médicas, practica formativa y relación docencia servicio, cuando estas no estén dentro del 
ámbito de aplicación o protección del derecho laboral o disciplinario, promoviendo entonces el respeto por la 
dignidad humana y el debido proceso.  
 
 

3. Consideraciones. 
El acoso Laboral en Colombia se encuentra regulado en la ley 1010 de 2006 y  en la ley 2209 de 2022, el acoso 
escolar por su parte se encuentra regulado en la ley 1620 de 2013  que regula el acoso escolar o bullying en 
Colombia, norma donde se establecen medidas preventivas del acoso en las entidades o instituciones 
educativas, públicas o privadas, buscando proteger a los menores que se encuentran bajo el vínculo de una 
relación académica o estudiantil, mientras que la primera de las normas enunciada busca prevenir y sancionar 
el acoso que se presenta en el marco de la relación laboral, el segundo regula las agresiones que se puedan 
llegar a presentar en la relación estudiantil. 
 
No obstante, esa remisión normativa, existe un vacío normativo cuando las situaciones de acoso se presentan 
en el marco de una relación de práctica profesional, estudiantil, contrato de aprendizaje, sistema de residencias 
médicas, practica formativa o relación docencia servicio, en donde, no están regidos los practicantes por un 
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contrato laboral o ya no existe un vínculo académico exclusivo como es el caso de los residentes médicos.

Por ello la viabilidad, pertinencia e importancia de esta iniciativa, que busca suplir un vacío normativo que 
existe en la realidad de nuestro país, en donde hechos como el que se presentó en el mes de julio de 2024, 
cuando el suicidio de una médica residente abrió las puertas de una ola de demandas y denuncias sobre acoso, 
maltrato y bullying en algunas de facultades de salud en Colombia.

Los profesionales que son víctimas de acoso laboral suelen experimentar una serie de trastornos físicos y 
emocionales que no solo les afectan en su vida profesional, sino también en la personal y de ello no están 
ajenos o no se escapan los practicantes o estudiantes en formación practica a quienes va dirigida y pretende 
proteger esta iniciativa.

Algunas de las consecuencias que el acoso laboral causa en una persona a nivel individual son: ataques de 
ansiedad o de pánico, depresión, síndrome de estrés postraumático, trastornos de somatización (migrañas, 
cansancio, desarreglos digestivos, etc.), cambios de personalidad, deterioro intelectual, pérdidas de memoria o 
de la capacidad de concentración, aislamiento social y profesional, abandono profesional, insomnio, etc. Todas 
estas que pueden experimentar de igual forma las personas que están ejerciendo práctica profesional o 
académica. 

A pesar de que el mayor afectado del acoso laboral es la víctima, la organización, empresa, empleador o 
beneficiario de la práctica, también sufre consecuencias de ahí la importancia de prevenirlo. Por ejemplo, al 
verse involucrada en un proceso judicial que puede llegar a afectar a su imagen y credibilidad social, a través 
de la pérdida del nivel de atención en el trabajo desempeñado y calidad del mismo, empeoramiento de los 
servicios prestados, aumento de los costos económicos y de la rotación laboral, etc.

La prevención es clave para evitar este tipo de comportamientos dentro del entorno laboral, de ahí la 
importancia de este proyecto de ley que propende por crear canales de comunicación adecuados, así la persona 
que sufre acoso tiene que sentir cierto grado de confianza y seguridad para poder comunicar dicha situación. 
Es por ello que una de las primeras medidas es crear un sistema y los canales de comunicación accesible, 
seguro y eficaz que genere la confianza necesaria para que los afectados, practicantes, estudiantes en formación 
etc, puedan transmitir aquella información relevante.

De igual manera se deben fomentar conductas positivas y generar un ambiente laboral basado en el respeto, 
toda vez que, las personas que acosan a otras suelen tener unas conductas muy concretas que deben 
identificarse desde el primer momento, es necesario definir o tipificar clara y detalladamente estas conductas, 
como lo propone este proyecto de ley. 

En Colombia para los años 2020, 2021, 2022 y 2023 había en total 513.058 médicos residentes, 

Por su parte entre 2020 y 2024 hubo en total 1.660.342 aprendices del Sena ejerciendo formación práctica.

A su vez encontramos que entre los años 2020 a 2024, 11.288.112 personas se matricularon en la Universidad 
(7.880.957) en una carrera tecnológica (3012012) y en estudios de formación técnico profesional (395143) 
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Estas personas que referenciamos, para acceder a su titulo profesional, deben hacer practicas formativas, de 
experiencia o similares, las cuales, sino media un contrato de trabajo no le son aplicables la normativa de 
prevención del acoso laboral, el cual, según cifras del Ministerio de Trabajo se han presentado entre 2020 y 
2025, 2899 denuncias por acoso laboral.

Por su parte entre los años 2020 a 2025 se registraron 8.890.125 atenciones en salud mental para los 
Colombianos, si bien esta cifra no es exclusiva de estudiantes o practicantes en formación, es alarmante dicha 
cantidad, dentro de la cual es posible que se encuentren personas a quienes beneficiaria ese proyecto de ley, 
de ahí su pertinencia, importancia y trascendencia.
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4. Fundamentos normativos.

Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH, Pacto de San José, 1969)
Artículo 5. Derecho a la Integridad Personal 1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad 
física, psíquica y moral. 2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente 
al ser humano. 3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente. 4. Los procesados deben 
estar separados de los condenados, salvo en circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un 
tratamiento adecuado a su condición de personas no condenadas. 5. Cuando los menores puedan ser 
procesados, deben ser separados de los adultos y llevados ante tribunales especializados, con la mayor 
celeridad posible, para su tratamiento. 6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad 
esencial la reforma y la readaptación social de los condenados.

Artículo 11 – Protección de la Honra y de la Dignidad:
Establece que toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad.

Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad 1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra 
y al reconocimiento de su dignidad. 2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su 
vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su 
honra o reputación. 3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos 
ataques.
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Artículo 26 – Desarrollo Progresivo:
Obliga a los Estados a adoptar medidas para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos 
económicos, sociales y culturales, lo que incluye el derecho a la salud.

Artículo 26. Desarrollo Progresivo Los Estados partes se comprometen a adoptar providencias, tanto 
a nivel interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para 
lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, 
sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida de los recursos disponibles, 
por vía legislativa u otros medios apropiados.

Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH, 1948)
Artículo 1: Afirma que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos.

Artículo 1
Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón 
y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.

Artículo 3: Reconoce el derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de la persona (relacionado con 
integridad).

Artículo 3
Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.

Artículo 5: Prohíbe la tortura y tratos crueles, inhumanos o degradantes (protección de integridad 
personal).

Artículo 5
Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.

Artículo 22: Reconoce los derechos económicos, sociales y culturales indispensables para la dignidad.
Artículo 22
Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante 
el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos 
de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su 
dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.

Artículo 25: Reconoce el derecho a un nivel de vida adecuado para la salud y el bienestar, incluyendo 
alimentación, vestido, vivienda, asistencia médica y servicios sociales.

Artículo 25
1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la 
salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 
servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, 
invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias 
independientes de su voluntad.
2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, 
nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social.

Constitución Política de Colombia (1991)

Artículo 1: Reconoce la dignidad humana como principio fundante del Estado.

ARTICULO 1o. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, 
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, 
fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran 
y en la prevalencia del interés general.

Artículo 11: El derecho a la vida es inviolable.
ARTICULO 11. El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte.

Artículo 12: Prohíbe la tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes.
ARTICULO 12. Nadie será sometido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes.

Artículo 13: Derecho a la igualdad, incluye protección contra discriminación.
ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y 
trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 
filosófica.

Artículo 16: Libre desarrollo de la personalidad, ligado al respeto de la dignidad.
ARTICULO 16. Todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad sin más 
limitaciones que las que imponen los derechos de los demás y el orden jurídico.

Artículo 21: Derecho al buen nombre y a la honra.

ARTICULO 21. Se garantiza el derecho a la honra. La ley señalará la forma de su protección.

Artículo 48: La seguridad social es un derecho irrenunciable.

ARTICULO 48. La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará 
bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley.
Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social.
El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la cobertura de la 
Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios en la forma que determine la Ley.
La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de conformidad con la ley.
No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para fines 
diferentes a ella.
La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones mantengan su poder 
adquisitivo constante.
<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> 
El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional, respetará los 
derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el pago de la deuda pensional que de acuerdo con 
la ley esté a su cargo. Las leyes en materia pensional que se expidan con posterioridad a la entrada 
en vigencia de este acto legislativo, deberán asegurar la sostenibilidad financiera de lo establecido en 
ellas.
<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> 
Sin perjuicio de los descuentos, deducciones y embargos a pensiones ordenados de acuerdo con la ley, 
por ningún motivo podrá dejarse de pagar, congelarse o reducirse el valor de la mesada de las 
pensiones reconocidas conforme a derecho.

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> 
Para adquirir el derecho a la pensión será necesario cumplir con la edad, el tiempo de servicio, las 
semanas de cotización o el capital necesario, así como las demás condiciones que señala la ley, sin 
perjuicio de lo dispuesto para las pensiones de invalidez y sobrevivencia. Los requisitos y beneficios 
para adquirir el derecho a una pensión de invalidez o de sobrevivencia serán los establecidos por las 
leyes del Sistema General de Pensiones.

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> 
En materia pensional se respetarán todos los derechos adquiridos.

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> 
Los requisitos y beneficios pensionales para todas las personas, incluidos los de pensión de vejez por 

actividades de alto riesgo, serán los establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones. No 
podrá dictarse disposición o invocarse acuerdo alguno para apartarse de lo allí establecido.

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> 
Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales cada 
persona hubiere efectuado las cotizaciones. Ninguna pensión podrá ser inferior al salario mínimo legal 
mensual vigente. Sin embargo, la ley podrá determinar los casos en que se puedan conceder beneficios 
económicos periódicos inferiores al salario mínimo, a personas de escasos recursos que no cumplan 
con las condiciones requeridas para tener derecho a una pensión.

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> A 
partir de la vigencia del presente Acto Legislativo, no habrá regímenes especiales ni exceptuados, sin 
perjuicio del aplicable a la fuerza pública, al Presidente de la República y a lo establecido en los 
parágrafos del presente artículo.

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> 
Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del presente Acto Legislativo 
no podrán recibir más de trece (13) mesadas pensionales al año. Se entiende que la pensión se causa 
cuando se cumplen todos los requisitos para acceder a ella, aun cuando no se hubiese efectuado el 
reconocimiento.

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> 
La ley establecerá un procedimiento breve para la revisión de las pensiones reconocidas con abuso 
del derecho o sin el cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley o en las convenciones y laudos 
arbitrales válidamente celebrados.
PARÁGRAFO 1o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo 
texto es el siguiente:> A partir del 31 de julio de 2010, no podrán causarse pensiones superiores a 
veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes, con cargo a recursos de naturaleza 
pública.
PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo 
texto es el siguiente:> A partir de la vigencia del presente Acto Legislativo no podrán establecerse en 
pactos, convenciones colectivas de trabajo, laudos o acto jurídico alguno, condiciones pensionales 
diferentes a las establecidas en las leyes del Sistema General de Pensiones.
PARÁGRAFO 4o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2024. El nuevo 
texto es el siguiente:> Los miembros de la Fuerza Pública que se encuentren o llegaren a estar en goce 
de asignación de retiro, goce de pensión o sus beneficiarios, tienen derecho a recibir la mesada 
catorce.
PARÁGRAFO TRANSITORIO 1o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 
2005. El nuevo texto es el siguiente:> El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados 
y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en 
las disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y 
lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir 
de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos en las leyes del 
Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003.
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PARÁGRAFO TRANSITORIO 2o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 
2005. El nuevo texto es el siguiente:> Sin perjuicio de los derechos adquiridos, el régimen aplicable a 
los miembros de la Fuerza Pública y al Presidente de la República, y lo establecido en los parágrafos 
del presente artículo, la vigencia de los regímenes pensionales especiales, los exceptuados, así como 
cualquier otro distinto al establecido de manera permanente en las leyes del Sistema General de 
Pensiones expirará el 31 de julio del año 2010.
PARÁGRAFO TRANSITORIO 3o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 
2005. El nuevo texto es el siguiente:> Las reglas de carácter pensional que rigen a la fecha de vigencia 
de este Acto Legislativo contenidas en pactos, convenciones colectivas de trabajo, laudos o acuerdos 
válidamente celebrados, se mantendrán por el término inicialmente estipulado. En los pactos, 
convenciones o laudos que se suscriban entre la vigencia de este Acto Legislativo y el 31 de julio de 
2010, no podrán estipularse condiciones pensionales más favorables que las que se encuentren 
actualmente vigentes. En todo caso perderán vigencia el 31 de julio de 2010.

PARÁGRAFO TRANSITORIO 4o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 
2005. El nuevo texto es el siguiente:> El régimen de transición establecido en la Ley 100 de 1993 y 
demás normas que desarrollen dicho régimen, no podrá extenderse más allá del 31 de julio de 2010; 
excepto para los trabajadores que estando en dicho régimen, además, tengan cotizadas al menos 750 
semanas o su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia del presente Acto Legislativo, 
a los cuales se les mantendrá dicho régimen hasta el año 2014.

Los requisitos y beneficios pensionales para las personas cobijadas por este régimen serán los exigidos 
por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y demás normas que desarrollen dicho régimen.
PARÁGRAFO TRANSITORIO 5o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 
2005. El nuevo texto es el siguiente:> De conformidad con lo dispuesto por el artículo 140 de la Ley 
100 de 1993 y el Decreto 2090 de 2003, a partir de la entrada en vigencia de este último decreto, a los 
miembros del cuerpo de custodia y vigilancia Penitenciaria y Carcelaria Nacional se les aplicará el 
régimen de alto riesgo contemplado en el mismo. A quienes ingresaron con anterioridad a dicha fecha 
se aplicará el régimen hasta ese entonces vigente para dichas personas por razón de los riesgos de su 
labor, este es el dispuesto para el efecto por la Ley 32 de 1986, para lo cual deben haberse cubierto 
las cotizaciones correspondientes.
PARÁGRAFO TRANSITORIO 6o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 
2005. El nuevo texto es el siguiente:> Se exceptúan de lo establecido por el inciso 8o. del presente 
artículo, aquellas personas que perciban una pensión igual o inferior a tres (3) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011, quienes recibirán 
catorce (14) mesadas pensionales al año.
PARÁGRAFO TRANSITORIO 7o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 
2024. El nuevo texto es el siguiente:> Accederá a la mesada catorce el personal civil y no uniformado 
del Ministerio de Defensa Nacional y la Policía Nacional pensionado en virtud del régimen especial y 
exceptuado del Sistema General de Pensiones

Artículo 49: Reconoce la salud como un servicio público a cargo del Estado y establece el deber de 
garantizar el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud.

ARTICULO 49. <Artículo modificado por el artículo 1 del Acto Legislativo 2 de 2009. El nuevo texto 
es el siguiente:> La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo 
del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y 
recuperación de la salud.
Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de salud a los 
habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los principios de eficiencia, universalidad y 
solidaridad. También, establecer las políticas para la prestación de servicios de salud por entidades
privadas, y ejercer su vigilancia y control. Así mismo, establecer las competencias de la Nación, las 
entidades territoriales y los particulares y determinar los aportes a su cargo en los términos y 
condiciones señalados en la ley.
Los servicios de salud se organizarán en forma descentralizada, por niveles de atención y con 
participación de la comunidad.
La ley señalará los términos en los cuales la atención básica para todos los habitantes será gratuita y 
obligatoria.
Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su salud y de su comunidad.
El porte y el consumo de sustancias estupefacientes o sicotrópicas está prohibido, salvo prescripción 
médica. Con fines preventivos y rehabilitadores la ley establecerá medidas y tratamientos 
administrativos de orden pedagógico, profiláctico o terapéutico para las personas que consuman 
dichas sustancias. El sometimiento a esas medidas y tratamientos requiere el consentimiento 
informado del adicto.
Así mismo el Estado dedicará especial atención al enfermo dependiente o adicto y a su familia para 
fortalecerla en valores y principios que contribuyan a prevenir comportamientos que afecten el 
cuidado integral de la salud de las personas y, por consiguiente, de la comunidad, y desarrollará en 
forma permanente campañas de prevención contra el consumo de drogas o sustancias estupefacientes 
y en favor de la recuperación de los adictos.

Ley 100 de 1993: Ley 1257 de 2008 Y Ley Estatutaria 1751 de 2015

Estas leyes por su parte, son el marco normativo legislativo de protección, garantía y promoción de la salud de 
los Colombianos, en el marco del respeto y garantía de la Dignidad Humana.

La ley 100 de 1993, Crea el Sistema de Seguridad Social Integral, garantizando acceso progresivo a la salud y 
gracias a ella tenemos un 99% de cobertura de afiliación en el territorio nacional. A su vez la ley 1257 de 2008, 
busca garantizar una vida libre de violencia para las mujeres, protegiendo su dignidad e integridad y por ultimo 
pero no menos importante la ley Estatutaria 1751 de 2015 (Ley Estatutaria de Salud) eleva la salud a la 
categoría de derecho fundamental autónomo e irrenunciable, reconoce que el acceso a los servicios de salud 
debe prestarse con calidad, oportunidad y sin discriminación y ello implica todas las medidas preventivas de 
la afectación de la salud mental y física que es hacia donde esta dirigido este proyecto de ley. 

5. Resumen de la iniciativa de ley.

¿Cuántos Artículos tiene la iniciativa legislativa?
12 Artículos que se resumen así:
Artículo 1. Objeto.

Artículo 2. Definiciones. 
1. Acoso. 
2. Bullying. 
3. Burnout. 
4. Hostigamiento. 

Artículo 3. Ámbito De Aplicación.  

Artículo 4. Conductas Que Constituyen Acoso.

Artículo 5. Medidas Preventivas. 

Artículo 6.  Procedimientos Internos. 

Artículo 7.  Medidas Sancionatorias.

Artículo 8. No Exclusión De La Competencia. 

Artículo 9. Procedimiento Sancionatorio.

Artículo 10. Temeridad De La Queja.

Artículo 11. Caducidad.

Artículo 12. Vigencia Y Derogatoria.

¿Qué propone el proyecto de ley?
Prevenir, corregir y sancionar el acoso, el maltrato, el burnout, el bullying y otras formas de violencia que 
afectan la dignidad, salud mental y física de estudiantes, residentes médicos, practicantes, aprendices y 
personas en formación profesional.

Entre sus principales medidas se incluyen:
✔ Definición clara de conductas como acoso, bullying, burnout y hostigamiento.

✔ Inclusión obligatoria de cláusulas contra el acoso en contratos de práctica o aprendizaje.

✔ Reglas para que instituciones y empresas implementen protocolos internos de prevención, denuncia 
y sanción.

✔ Establecimiento de sanciones disciplinarias, laborales y económicas para los responsables.

✔ Protección del debido proceso y mecanismos de reparación a las víctimas.

✔ Caducidad de 3 años para las denuncias por acoso, sin afectar las acciones penales o laborales

¿Quiénes se beneficiarían?
● Médicos residentes en hospitales y clínicas (relación docencia-servicio).
● Estudiantes universitarios y técnicos en práctica académica.
● Aprendices del SENA u otras instituciones bajo contrato de aprendizaje.
● Practicantes en formación profesional, incluso sin vínculo laboral.
● En general, cualquier persona que se encuentre en formación práctica supervisada.

Ventajas y beneficios del proyecto

● Cierra un vacío legal: Actualmente no hay protección específica para quienes sufren acoso en prácticas 
académicas o residencias médicas fuera del contrato laboral.

● Protege la salud mental y física de miles de jóvenes en formación.
● Fomenta ambientes de aprendizaje seguros y dignos en instituciones educativas, hospitales y empresas.
● Establece responsabilidad institucional y personal frente al acoso y otras conductas degradantes.
● Promueve el debido proceso, la prevención y reparación integral en los casos de violencia.
● Ayuda a prevenir casos extremos como el suicidio de jóvenes residentes o practicantes debido a cargas 

excesivas o maltratos.

6. Impacto fiscal del proyecto de ley.
Para analizar este aspecto de la presente iniciativa, es necesario basarnos en los diferentes pronunciamientos 
de la Corte Constitucional, entre ellos la Sentencia C- 911 de 2007 en la cual puntualizó que el impacto fiscal 
de las normas no puede constituirse en óbice para que las corporaciones públicas ejerzan su función 
legislativa y normativa:

“En la realidad, aceptar que las condiciones establecidas en el art. 7° de la Ley 819 de 2003 constituyen un 
requisito de trámite que le incumbe cumplir única y exclusivamente al Congreso reduce 
desproporcionadamente la capacidad de iniciativa legislativa que reside en el Congreso de la República, 
con lo cual se vulnera el principio de separación de las Ramas del Poder Público, en la medida en que se 
lesiona seriamente la autonomía del Legislativo”.

“Precisamente, los obstáculos casi insuperables que se generarían para la actividad legislativa del 
Congreso de la República conducirían a concederle una forma de poder de veto al ministro de Hacienda 
sobre las iniciativas de ley en el Parlamento”

“Es decir, el mencionado artículo debe interpretarse en el sentido de que su fin es obtener que las leyes que 
se dicten tengan en cuenta las realidades macroeconómicas, pero sin crear barreras insalvables en el 
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ejercicio de la función legislativa ni crear un poder de veto legislativo en cabeza del ministro de Hacienda”
(Negrilla fuera del texto).

Así mismo la Honorable Corte Constitucional quien en la Sentencia C-625 de 2010 con ponencia del
Honorable Magistrado Nilson pinilla estableció que:

“Las obligaciones previstas en el artículo 7º de la Ley 819/03 constituyen un parámetro de racionalidad 
legislativa, que está encaminado a cumplir propósitos constitucionalmente valiosos, entre ellos el orden 
de las finanzas públicas, la estabilidad macroeconómica y la aplicación efectiva de las leyes. Esto último 
en tanto un estudio previo de la compatibilidad entre el contenido del proyecto de ley y las proyecciones 
de la política económica, disminuye el margen de incertidumbre respecto de la ejecución material de las 
previsiones legislativas. El mandato de adecuación entre la justificación de los proyectos de ley y la 
planeación de la política económica, empero, no puede comprenderse como un requisito de trámite para 
la aprobación de las iniciativas legislativas, cuyo cumplimiento recaiga exclusivamente en el Congreso.

Ello en tanto (i) el Congreso carece de las instancias de evaluación técnica para determinar el impacto 
fiscal de cada proyecto, la determinación de las fuentes adicionales de financiación y la compatibilidad 
con el marco fiscal de mediano plazo; y (ii) aceptar una interpretación de esta naturaleza constituiría 
una carga irrazonable para el Legislador y otorgaría un poder correlativo de veto al Ejecutivo, a través 
del Ministerio de Hacienda, respecto de la competencia del Congreso para hacer las leyes. Un poder de 
este carácter, que involucra una barrera en la función constitucional de producción normativa, se 
muestra incompatible con el balance entre los poderes públicos y el principio democrático.

Si se considera dicho mandato como un mecanismo de racionalidad legislativa, su cumplimiento 
corresponde inicialmente al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, una vez el Congreso ha valorado, 
mediante las herramientas que tiene a su alcance, la compatibilidad entre los gastos que genera la 
iniciativa legislativa y las proyecciones de la política económica trazada por el Gobierno. Así, si el 
Ejecutivo considera que las cámaras han efectuado un análisis de impacto fiscal erróneo, corresponde 
al citado Ministerio el deber de concurrir al procedimiento legislativo, en aras de ilustrar al Congreso 
sobre las consecuencias económicas del proyecto. El artículo 7º de la Ley 819/03 no puede interpretarse 
de modo tal que la falta de concurrencia del Ministerio de Hacienda y Crédito Público dentro del 
proceso legislativo afecte la validez constitucional del trámite respectivo.

Como lo ha resaltado la Corte, si bien compete a los miembros del Congreso la responsabilidad de 
estimar y tomar en cuenta el esfuerzo fiscal que el proyecto bajo estudio puede implicar para el erario 
público, es claro que es el Poder Ejecutivo, y al interior de aquél el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, el que dispone de los elementos técnicos necesarios para valorar correctamente ese impacto, y 
a partir de ello, llegado el caso, demostrar a los miembros del órgano legislativo la inviabilidad 
financiera de la propuesta que se estudia.

De allí que esta corporación haya señalado que corresponde al Gobierno el esfuerzo de llevar a los
legisladores a la convicción de que el proyecto por ellos propuesto no debe ser aprobado, y que en caso 
de resultar infructuoso ese empeño, ello no constituye razón suficiente para tener por incumplido el 
indicado requisito, en caso de que las cámaras finalmente decidan aprobar la iniciativa cuestionada.”

De ahí que, para efectos de esta iniciativa, máxime que lo que pretende es garantizar un derecho fundamental,
como lo es la dignidad y salud mental, en caso de que se prevea un impacto fiscal el cual no lo tiene, le
corresponde al gobierno nacional ajustar la aplicación de las leyes el marco fiscal de mediano plazo para que
no quede en palabras las buenas propuestas que, desde el legislativo, estamos impulsando en favor de los
colombianos.

7. Conflicto de intereses. 
Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 3° de la Ley 2003 del 19 de noviembre de 2019, por la cual 
se modifica parcialmente la Ley 5ª de 1992 y se dictan otras disposiciones, que modifica el artículo 291 de 
la Ley 5ª de 1992, que establece la obligación al autor del proyecto presentar la descripción de las posibles 
circunstancias o eventos que podrán generar un conflicto de interés para la discusión y votación del 
proyecto, siendo estos criterios guías para que los congresistas tomen una decisión en torno a si se 
encuentran en una causal de impedimento. Frente al presente proyecto, se considera que no genera 
conflictos de interés, puesto que no trae beneficios particulares, actuales y directos, conforme a lo dispuesto 
en la ley, dado que, el objeto del proyecto versa sobre la garantía un derecho fundamental, como lo es la 
dignidad y salud mental 

Sin embargo, si algún familiar dentro de los grados enunciados por la ley pertenece a la población que 
pueda impactar la presente iniciativa, el Congresista deberá presentar un conflicto de interés, frente del cual 
se presume su improcedencia por considerar que esta ley cobijará a toda la población objeto del mismo por 
igual y sus efectos regirán para el futuro.

Finalmente, se recuerda que la descripción de los posibles conflictos de intereses que se puedan presentar 
frente al trámite del presente proyecto de ley no exime del deber del Congresista de identificar causales 
adicionales.

En los términos anteriores, en nuestra condición de miembros del Congreso de la República y en uso del 
derecho consagrado en el artículo 152 de la Constitución Política de Colombia, reconociendo la existencia 
de la necesidad de la garantía del Derecho a la salud física y mental y el respeto por la Dignidad humana y 
el deber del Estado de garantizar estos derechos a través de políticas públicas en beneficio de la población 
objeto de esta iniciativa, nos permitimos poner a consideración del honorable Congreso, este proyecto de 
ley con fundamento en los motivos ya expresados y habida cuenta de la necesidad y conveniencia pública 
del mismo; para que el Honorable Congreso de la República considere su texto, inicie el trámite legal y 
democrático pertinente, para obtener su aprobación y sea ley de la república.

8. Pliego de modificaciones propuesto por los ponentes.

Sin modificaciones por parte de los ponentes, se acoge en su totalidad el texto propuesto en su literal original 
radicado por los autores. 

9. Proposición. 

Con fundamento en las anteriores consideraciones y, en cumplimiento con los requisitos establecidos en la Ley 
5 de 1992 presentamos ponencia positiva y solicitamos a los miembros de la Comisión Séptima del Senado de 
la República, dar primer debate y aprobar el Proyecto de Ley 192 de 2025 “Por medio de la cual se adoptan 
medidas para prevenir, corregir y sancionar conductas que afectan la salud mental en el marco del el Sistema 
de Residencias Médicas en Colombia y otras prácticas profesionales y se dictan otras disposiciones”

Atentamente,

LORENA RÍOS CUÉLLAR
COORDINADORA PONENTE NORMA HURTADO SANCHEZ

PONENTE

ESPERANZA ANDRADE SERRANO
PONENTE

HONORIO MIGUEL HENRIQUEZ PINEDO
PONENTE

LORERERERERERRERERERERERREREREREEERERERRRRREEEREREEEEEEEREREEEEEEEEREEEEEEEEEEEEEEEEEEEEEEEEEEEEEEEEEEENNANNNNNNNNNNNNN  RÍOS CUÉLLAR
COORDINADORA PONENTE

10. TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE PROYECTO DE LEY 192 DE 

2025

“POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN MEDIDAS PARA PREVENIR, CORREGIR Y 
SANCIONAR CONDUCTAS QUE AFECTAN LA SALUD MENTAL EN EL MARCO DEL 

SISTEMA DE RESIDENCIAS MÉDICAS EN COLOMBIA Y OTRAS PRÁCTICAS 
PROFESIONALES Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”.

El Congreso de Colombia

Decreta:

Artículo 1. OBJETO. La presente ley tiene por objeto definir, prevenir, corregir y sancionar las diversas 
formas de agresión, maltrato, vejámenes, trato desconsiderado, burnout, acoso, bullying, hostigamientos, tratos 
ofensivos y en general toda conducta que afecte la dignidad humana, salud mental y física de las personas que 
están bajo la modalidad de practica estudiantil, contrato de aprendizaje, sistema de residencias médicas, 
practica formativa y relación docencia servicio. 

ARTÍCULO 2. DEFINICIONES. Para efectos de la presente ley se entenderá por:

5. Acoso. toda conducta persistente y demostrable, ejercida sobre las personas que están bajo la modalidad 
de practica estudiantil, contrato de aprendizaje, sistema de residencias médicas, practica formativa y 
relación docencia servicio, encaminada a infundir miedo, intimidación, zozobra, terror y angustia, o 
que genere desmotivación en la práctica profesional o funciones asignadas. 

6. Bullying. Es toda expresión de violencia física, verbal o psicológica tendiente a degradar la dignidad 
y autoestima de una persona, por medio de intimidación, manipulación, amenaza, directa o indirecta, 
humillación, aislamiento o cualquier otra conducta que implique un perjuicio en la salud física, mental, 
bienestar psicológico, o desarrollo personal.

7. Burnout. Es el agotamiento físico y mental que padece una persona a causa de la sobre carga de 
funciones o actividades asignadas en notoria desproporción de los objetos misionales o contractuales 
permitidos. 

8. Hostigamiento. Toda conducta amenazante, acciones vindicativas, crueles o mal intencionadas con el 
fin de perseguir, humillar o perturbar mental o físicamente a una persona 

ARTÍCULO 3. AMBITO DE APLICACIÓN.  La presente ley se aplica a los estudiantes en ejercicio de su 
práctica académica o formativa, médicos residentes en la relación docencia servicio, aprendices vinculados 
por contrato de aprendizaje y en general las personas que estén realizando su práctica profesional o formativa 
a favor de un tercero o de la entidad educadora, en su relación con el formador, superior jerárquico o 
compañeros, a través de cualquier modalidad de contratación, laboral o no.
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ARTICULO 4. CONDUCTAS QUE CONSTITUYEN ACOSO. Se presumirá que hay acoso en el ámbito 
de aplicación de esta ley cuando de manera repetitiva se presente alguna las siguientes conductas, entre los 
sujetos enunciados dentro del ámbito de aplicación de esta ley:

a) Actos de agresión física o actos de agresión a la salud mental.
b) Expresiones injuriosas o ultrajantes sobre la persona, utilizando palabras soeces o con alusión a la raza, 

el género, orientación sexual, origen familiar o nacional, preferencia política o el estrato 
socioeconómico;

c) Comentarios hostiles y humillantes de descalificación personal o profesional expresados en presencia 
de los compañeros de estudio o de prácticas, incluidas las burlas sobre la apariencia física o la forma 
de vestir, formuladas en público.

d) Denuncias disciplinarias temerarias o infundadas de cualquiera de los sujetos activos de acoso contra 
las víctimas o sujetos enunciados dentro del ámbito de aplicación de esta ley.

e) Alusión pública a hechos pertenecientes a la intimidad de la persona, divulgados sin su consentimiento 
expreso con el ánimo de causarle daño o deshonra. 

f) Imposición de deberes ajenos o extraños a las obligaciones contractuales o funciones pre acordadas en 
el marco del objeto de su relación profesional y/o académica o las exigencias abiertamente 
desproporcionadas sobre el cumplimiento de las labores encomendadas y las desmejoras en las 
condiciones de prestación del servicio o práctica profesional. 

g) La exigencia de prestación del servicio o cumplimiento de obligaciones en horarios excesivos respecto 
de las jornadas acordadas o legalmente establecida, cambios sorpresivos de horario o asignación de 
horarios en forma discriminatoria respecto a las demás personas que ostenten la misma condición.

h) El trato notoriamente discriminatorio respecto a las demás personas que ostentan la misma calidad y se 
encuentran dentro del ámbito de aplicación de esta ley, en cuanto al otorgamiento de derechos y 
prerrogativas o imposición desmedida de deberes contractuales;

i) La negativa a suministrar materiales e información absolutamente indispensables para el cumplimiento 
de las funciones pre acordadas, 

j) El envío de anónimos, llamadas telefónicas y mensajes virtuales con contenido injurioso, ofensivo o 
intimidatorio o el sometimiento a una situación de aislamiento social.

ARTÍCULO 5. MEDIDAS PREVENTIVAS. Son medidas preventivas de las conductas de que trata esta ley 
y que deberán cumplir todas las entidades, educativas o beneficiarias de las practicas:

1) Advertencia en los contratos y/o matriculas de los residentes, practicantes o aprendices, las empresas o 
instituciones  educativas que suscriban acuerdo de formación, residencias médicas, contrato de 
aprendizaje o cualquier otro tipo de contrato de práctica profesional remunerada o no, deberán incluir 
dentro de los contratos que celebren, la prohibición de las conductas descritas en esta ley y en caso de 
presentarse establecer el procedimiento interno, confidencial, conciliatorio y efectivo para superar las 
que ocurran.

2) Antes de dar inicio a la prestación del servicio, residencia medica residencias médicas, contrato de 
aprendizaje o cualquier otro tipo de contrato de práctica profesional remunerada o no, deberá 
socializarse y dejar constancia de ello, el contenido de esta ley, y las disposiciones internas que haya 
adoptado la institución educativa o empresa, para prevenir, denunciar y sancionar las conductas de acoso 
que se establecen en esta ley.

ARTÍCULO 6.  PROCEDIMIENTOS INTERNOS. Cada empresa o institución educativa deberá 
implementar y socializar con todo su personal de prácticas, jefes inmediatos o tutores docentes, el 
procedimiento interno que adopte para la prevención, denuncia y sanción de las conductas de que trata esta 
ley, el cual deberá contener como mínimo.

1. Medidas de prevención.
2. Mecanismos de difusión.
3. Conducto Regular.
4. Sanciones y procedimiento aplicable.
5. Medidas de contención. 

ARTÍCULO 7.  MEDIDAS SANCIONATORIAS. Las conductas de acoso de que trata esta ley, cuando 
estuviere debidamente acreditado, se sancionará así:
1. Como falta disciplinaria gravísima en el Código Disciplinario Único, cuando su autor sea un servidor 
público.
2. Como causal de terminación del contrato de trabajo con justa causa, previo el agotamiento del debido 
proceso disciplinario o sancionatorio al interior de la empresa si el causante es un empleado o contratista. 
3. El sujeto activo del acoso tendrá la obligación de pagar a las Empresas Promotoras del Servicio de Salud 
(EPS) o Instituciones Prestadoras del Servicio de Salud (IPS) y las Aseguradoras de riesgos profesionales el 
cincuenta por ciento (50%) del costo del tratamiento de las enfermedades o alteraciones de salud y demás 
secuelas originadas en el acoso del que trata esta ley. 
5. Como justa causa de terminación o no renovación de la práctica estudiantil, contrato de aprendizaje, sistema 
de residencias médicas, practica formativa o relación docencia servicio, cuando el acoso laboral sea ejercido 
por un compañero, estudiante o practicante, frente a sus compañeros o superiores. 

ARTÍCULO 8. NO EXCLUSION DE LA COMPETENCIA. Los procedimientos, tramites y sanciones de 
que trata esta ley, no afectan la competencia que en materia de investigación de delitos relacionados con las 
conductas de acoso contempladas en esta ley hayan sido asignadas a la Fiscalía General de la Nación, 
Ministerio de Trabajo o Jueces de la República, o demás autoridades o estén reguladas en el Código Penal. 

ARTÍCULO 9. PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO. Para la imposición de las sanciones de que trata 
la presente Ley se seguirá, mínimamente, el siguiente procedimiento:

1. Presentación de la queja o denuncia.
2. Medidas provisionales de protección y contención en favor de la presunta víctima.
3. Medidas de prevención de conductas retaliativas contra la presunta víctima o testigos.
4. Citación a descargos con observancia de las normas correspondientes al debido proceso. 
5. Periodo Probatorio que no podrá superar los 30 días calendario.
6. Decisión de primera instancia.
7. Recursos y garantía de doble instancia.
8. Medidas y procedimientos de reparación integral. 

ARTÍCULO 10. TEMERIDAD DE LA QUEJA. Cuando la decisión de primera y segunda instancia sea 
inhibitoria o del resultado de la práctica de pruebas se evidencie que la denuncia o queja de acoso del que trata 
esta ley carece de fundamento fáctico o razonable, se impondrá a quien la formuló una sanción de multa entre 
uno (1) y cinco (5) salarios mínimos legales mensuales, los dineros recaudados por tales multas se destinarán 
al Ministerio de Trabajo, en medidas preventivas de las conductas descritas en la presente ley.

ARTÍCULO 11. CADUCIDAD. Las acciones derivadas del acoso del que trata esta ley caducarán en tres 
(3) años a partir de la fecha en que hayan ocurrido las conductas a que hace referencia esta ley, sin perjuicio 
de las acciones penales, laborales o administrativas que se deriven de dichas conductas, y los términos de 
caducidad o prescripción que aquellas contemplen. 

ARTÍCULO 12. VIGENCIA Y DEROGATORIA. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga 
o modifica todas las que le sean contrarias o incompatibles.

Atentamente,

LORENA RÍOS CUÉLLAR
COORDINADORA PONENTE

NORMA HURTADO SANCHEZ
PONENTE

ESPERANZA ANDRADE SERRANO
PONENTE HONORIO MIGUEL HENRIQUEZ PINEDO

PONENTE

LOREEEEEEEEEEEEEEENNANANANANANANANANANANNAANANANANANANAAANANNAANANANANANANNNANANAAAANANANANNNAAAANAAANAAAAAAAANAAAAANNANAAAAAAANAAAANNAAANAAANANAANNANAAAAANNAAAANAAAAAANNNAAAAAAAAAAAAAAAAA RÍOS CUÉLLAR
COORDINADORA PONENTE

Comisión Séptima Constitucional Permanente
LA COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO DE
LA  REPÚBLICA. - Bogotá D.C., a los dos (02) días del mes de octubre del año dos mil veinticinco 
(2025) - En la presente fecha se autoriza la publicación en Gaceta del Congreso de la República, 
Informe de Ponencia para primer debate, y texto propuesto, así:

INFORME DE PONENCIA PARA: PRIMER DEBATE 

NÚMERO DEL PROYECTO DE LEY: 192/2025 SENADO

TITULO: “POR MEDIO DE LA CUAL SE ADOPTAN MEDIDAS PARA PREVENIR, CORREGIR Y 
SANCIONAR CONDUCTAS QUE AFECTAN LA SALUD MENTAL EN EL MARCO DEL EL SISTEMA 
DE RESIDENCIAS MÉDICAS EN COLOMBIA Y OTRAS PRÁCTICAS PROFESIONALES Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES”.

INICIATIVA: H.S. HONORIO MIGUEL HENRÍQUEZ PINEDO, ESTEBAN QUINTERO CARDONA, 
ANDRÉS GUERRA HOYOS, ENRIQUE CABRALES BAQUERO, JOSUÉ ALIRIO BARRERA, LORENA 
RIOS CUELLAR, NORMA HURTADO SÁNCHEZ, ESPERANZA ANDRADE SERRANO, NADIA BLEL 
SCAFF.

RADICADO: EN SENADO: 19-08-2025         EN COMISIÓN: 28-08-2025      EN CÁMARA: X-X-XXXX 
PUBLICACIONES – GACETAS

PONENTES PRIMER DEBATE
HH.SS. PONENTES ASIGNADO (A) PARTIDO

LORENA RIOS CUELLAR COORDINADORA COLOMBIA JUSTA Y LIBRE
NORMA HURTADO SANCHEZ PONENTE PARTIDO DE LA U 
ESPERANZA ANDRADE SERRANO PONENTE PARTIDO CONSERVADOR
HONORIO HENRIQUEZ PINEDO PONENTE CENTRO DEMOCRATICO

NÚMERO DE FOLIOS: VEINTIUNO (21)
RECIBIDO EL DÍA:   01 DE OCTUBRE DE 2025
HORA: 16:30

Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en el inciso 5º del artículo 2º de la Ley 1431 de 2011.

El secretario,         

PRAXERE JOSÉ OSPINO REY
Secretario General Comisión Séptima
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PLENARIA 
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PONENCIA 
1do DEBATE 

CÁMARA

TEXTO 
DEFINITIVO 

COM VII 
CÁMARA

PONENCIA  
2do DEBATE 

CÁMARA

TEXTO 
DEFINITIVO 
PLENARIA 
CÁMARA

12 Art
1535/2025
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INFORME DE PONENCIA POSITIVA PARA SEGUNDO DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 451 DE 2025 SENADO, 280 DE 2024 CÁMARA

por medio del cual la Nación y el Congreso de la República rinden homenaje al municipio de Popayán 
departamento del Cauca, y se asocia a la preparación y conmemoración del V centenario de su fundación 

y se dictan otras disposiciones.
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN PRIMER DEBATE

COMISIÓN SEGUNDA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

SENADO DE LA REPÚBLICA

PROYECTO DE LEY No. 451 DE 2025 SENADO – 280 DE 2024 CÁMARA

“POR MEDIO DEL CUAL LA NACIÓN Y EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
RINDEN HOMENAJE AL MUNICIPIO DE POPAYÁN DEPARTAMENTO DEL 
CAUCA, Y SE ASOCIA A LA PREPARACIÓN Y CONMEMORACIÓN DEL V 

CENTENARIO DE SU FUNDACIÓN Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA: 

Artículo 1º . Objeto. La Nación y el Congreso de la República rinden público homenaje y se 
vinculan a la conmemoración del V Centenario de la fundación del Municipio de Popayán (Cauca). 

Artículo 2º. Autorícese al Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes para que exalte a los 
habitantes del Municipio de Popayán por el V Centenario de su fundación y reconozca el aporte al 
desarrollo social y económico de su Municipio, para la región y el País.

Artículo 3º. Autorícese al Gobierno nacional para que, de acuerdo con el Marco Fiscal de Mediano 
Plazo y al Marco de Gasto de Mediano Plazo y en cumplimiento con la Constitución Política y la ley, 
incorpore en los presupuestos generales de la Nación de las próximas vigencias las apropiaciones 
presupuestales necesarias para estructurar y ejecutar proyectos de carácter social, agroindustrial, 
cultural, deportivo, ambiental y de infraestructura en Popayán, que permitan cumplir con el objeto 
de esta ley.

Parágrafo. La presente autorización al Gobierno nacional comprende la facultad para realizar los 
traslados presupuestales pertinentes.

Artículo 4º. Confórmese la Comisión Accidental Preparatoria del V Centenario del Municipio de 
Popayán, instancia encargada de adelantar todas las gestiones pertinentes a la organización de la 
conmemoración dispuesta en la presente Ley. En especial, tendrá la responsabilidad de adelantar 
y/o promover la coordinación, preparación, diseño, estructuración y ejecución de los proyectos y 
eventos a realizarse con motivo de esta conmemoración. 

La Comisión Accidental estará integrada por:  

Un/a delegado/a del Presidente de la República. t) 
Un/a delegado/a del Ministro/a de las Culturas, las Artes y los Saberes. 
Un/a delegado/a del Ministro/a de Comercio, Industria y Turismo. 
Un/a delegado/a del Ministro/a de Vivienda, Ciudad y Territorio. 
Un/a delegado/a del Ministro/a de Ambiente y Desarrollo Sostenible. 
Un/a delegado/a del Ministro/a de Agricultura y Desarrollo Rural. 
Un/a delegado/a del Ministro/a del Deporte.
Un/a delegado/a del Director/a del Departamento Nacional de Planeación. 
Un/a delegado/a del Fondo Nacional de Turismo - FONTUR 
Gobernador/a del departamento del Cauca. 
Alcalde/sa de Popayán. 

Un/a delegado/a del Concejo Municipal de Popayán.
Dos delegados/as del Senado de la República.
Representantes a la Cámara, elegidos por la circunscripción electoral del Cauca o sus
delegados acreditados.
Un/a delegado/a de las universidades con presencia en Popayán.
Un/a delegado/a de la Cámara de Comercio del Cauca.
Un/a delegado/a de la Junta de Patrimonio de Popayán.

Un/a delegado de la sociedad civil elegido conforme al reglamento interno de la Comisión.

Parágrafo. La Comisión sesionará en el Municipio de Popayán ordinariamente dos veces al año, 
una primera vez entre los meses febrero y marzo y la segunda entre octubre y noviembre, o 
cuando se determine de manera extraordinaria. Esta comisión deberá darse su propio reglamento 
interno dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley que 
orientará su funcionamiento, establecerá una secretaría técnica y los alcances de las actividades 
propuestas. 

Artículo 5°. Autorícese al Gobierno Nacional para concurrir con la financiación o cofinanciación de 
los proyectos, obras de utilidad pública y social y acciones con las cuales la nación exalta al V 
centenario de fundado el Municipio de Popayán relacionados con los siguientes propósitos:  

1. Revitalización del Centro Histórico de Popayán, peatonalización del Sector Histórico y
conservación y restauración de los bienes patrimoniales del Municipio y de la nación. Entre ellos el
puente viejo de Cauca, el puente de la custodia, el puente del humilladero, la pirámide de Tulcán,
recuperación integral del pueblito patojo (fortalecer la infraestructura de la concha acústica), la
manzana 99 (anterior centro comercial Anarkos), entre otros.

2. Mejoramiento y modernización de la infraestructura para eventos y convenciones, entre ellos la
casa de la moneda, teatro municipal Guillermo Valencia, teatro Bolívar y demás espacios históricos
y culturales pertinentes del Municipio de Popayán.

3. Desarrollo de la infraestructura tecnológica necesaria para la funcionalidad de un ecosistema de
conectividad e inteligencia artificial que favorezca la ciencia, la innovación y la tecnología de
Popayán como ciudad universitaria y del conocimiento.

4. Mejoramiento Integral de Barrios, fortalecimiento del Banco de Tierras, estructuración y
desarrollo del proyecto de Ciudadela Quinto Centenario con soluciones de vivienda digna para
estratos 1, 2 y 3,  priorizando la reubicación de las poblaciones que están en zonas de riesgo.

5. Estructuración y desarrollo del proyecto de integración urbana y de revitalización de las cinco
plazas de mercado, su entorno inmediato y del espacio público de la carrera 6ta entre la plaza de
mercado del barrio Alfonso López y la plaza de mercado del barrio Bolívar.

6. Estructuración y desarrollo de los proyectos de descontaminación y revitalización del río cauca y
del río molino, malecón y mejoramiento de sus entornos urbanos, y fortalecer la producción e
iniciativas agroecológicas en el sector rural.

7. Estructuración y ejecución del proyecto Parque y corredor biosaludable del río Cauca.

8. Estructuración y ejecución del proyecto para construcción del estadio municipal de Popayán y
construcción de un centro deportivo de alto rendimiento.
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9. Estructuración de estudios y ejecución de la construcción de la Carrera 15 Norte (Colegio
Colombo – Frances Barrio El Hortigal Paralela Panamericana) en Popayán.

Parágrafo: En desarrollo de lo señalado en el presente artículo se tendrá como referencia y se 
buscará la articulación con lo establecido en los planes de desarrollo del municipio y los diferentes 
esquemas de planificación, impulsado por la Financiera de Desarrollo Territorial (Findeter) en 
alianza con el Banco Interamericano de Desarrollo (BID). 

Artículo 6°. Autorícese al Gobierno nacional, a través del Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo, en coordinación con ProColombia, Fondo Nacional de Turismo (FONTUR), y la Comisión 
Preparatoria del V Centenario del Municipio de Popayán, para diseñar y disponer los recursos 
necesarios para la implementación de un plan integral y sectorial de promoción cultural y turística 
de Popayán que desarrolle el objeto de la presente ley. Este plan deberá incorporar un calendario 
anual de eventos de ciudad, que resalten nacional e internacionalmente los valores históricos, 
culturales, académicos y naturales de Popayán y el departamento del Cauca. 

Artículo 7°. Autorícese al Departamento Nacional de Planeación para asumir de parte del 
Gobierno Nacional el liderazgo técnico y operativo requerido para dar cumplimiento a la presente 
ley. Los Ministerios y demás entidades del Gobierno Nacional deberán prestar oportunamente el 
apoyo que les sea solicitado. 

Artículo 8°. Especie monetaria con fines conmemorativos. Autorícese al Banco de la República 
para emitir una especie monetaria, la cual podrá consistir en una moneda con ocasión de la 
conmemoración del V Centenario de la fundación del Municipio de Popayán (Cauca).   

Parágrafo: La aleación, monto de emisión, valor facial, condiciones, precio de venta y demás 
características de la moneda serán determinadas por la Junta Directiva del Banco de la República. 

Artículo 9º Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación.

COMISIÓN SEGUNDA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

SENADO DE LA REPÚBLICA  

El texto transcrito fue el aprobado en primer debate en Sesión Ordinaria de la Comisión Segunda 
del Senado de la República del día nueve (09) de septiembre del año dos mil veinticinco (2025), 
según consta en el Acta No. 06 de Sesión de esa fecha.

OSCAR MAURICIO GIRALDO HERNÁNDEZ MANUEL ANTONIO VIRGÜEZ PIRAQUIVE
Presidente  Vicepresidente  
Comisión Segunda  Comisión Segunda 
Senado de la República Senado de la República 

CARLOS RAMIRO CHAVARRO CUÉLLAR
Secretario General
Comisión Segunda

Senado de la República

OSCAR MAURICIO GIRALDO HERNÁN
Presidente  
C i ió S d

C o m i s i ó n  S e g u n d a  C o n s t i t u c i o n a l  P e r m a n e n t e

Bogotá D.C., 02 de octubre de 2025

AUTORIZAMOS EL PRESENTE INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE 
PRESENTADO POR LOS HONORABLES SENADORES JOSÉ LUIS PÉREZ OYUELA 
(Coordinador) y OSCAR MAURICIO GIRALDO HERNÁNDEZ, AL PROYECTO DE LEY 
No. 451 de 2025 Senado – 280 de 2024 Cámara “POR MEDIO DEL CUAL LA NACIÓN 
Y EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA RINDEN HOMENAJE AL MUNICIPIO DE 
POPAYÁN DEPARTAMENTO DEL CAUCA, Y SE ASOCIA A LA PREPARACIÓN Y 
CONMEMORACIÓN DEL V CENTENARIO DE SU FUNDACIÓN Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES”, PARA SU PUBLICACIÓN EN LA GACETA DEL CONGRESO.

OSCAR MAURICIO GIRALDO HERNÁNDEZ MANUEL ANTONIO VIRGÜEZ PIRAQUIVE
Presidente  Vicepresidente  
Comisión Segunda  Comisión Segunda 
Senado de la República Senado de la República       

CARLOS RAMIRO CHAVARRO CUÉLLLAR
Secretario General
Comisión Segunda

Senado de la República

CIO GIRALDO HERNÁNDEZ MANU
Vicep

dada Comis
pública Senad

Secretario Genera
CARLOS RAMIRO CHAVARR

T E X T O S  D E  P L E N A R I A
TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 

REPÚBLICA DEL DÍA 24 DE SEPTIEMBRE DE 2025 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
212 DE 2024 SENADO 

por la cual se modifica parcialmente el Capítulo V del Título III de la Ley 30 de 1992 y se dictan otras 
disposiciones.

 

SECCIÓN DE LEYES 

 

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 

 

Edificio Capitolio Nacional – Primer Piso   Teléfonos  3825381    3825186 

 

 

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 24 DE SEPTIEMBRE DE 2025 AL PROYECTO DE LEY No. 212 DE 

2024 SENADO “POR LA CUAL SE MODIFICA PARCIALMENTE EL CAPÍTULO V DEL 
TÍTULO III DE LA LEY 30 DE 1992 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

  
El Congreso de Colombia 

DECRETA 

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por objeto modificar parcialmente el Capítulo V del 
Título III de la Ley 30 de 1992, con relación a los artículos 86 y 87 de la Ley 30 de 1992, para 
financiar los presupuestos de las universidades estatales u oficiales, adscritas o vinculadas 
administrativa o presupuestalmente al sector educación, así como adicionar disposiciones en lo 
referido al financiamiento de las instituciones técnicas profesionales, instituciones tecnológicas, 
instituciones universitarias o escuelas tecnológicas, estatales u oficiales, incluidas aquellas que 
son establecimientos públicos del orden territorial.  
 

Artículo 2º. Presupuesto de las universidades estatales u oficiales. Modifíquese el 
artículo 86 de la Ley 30 de 1992, el cual quedará así:  

Artículo 86. Los presupuestos de las universidades estatales u oficiales de orden nacional, 
departamental, distrital y municipal estarán constituidos por aportes del presupuesto nacional 
para funcionamiento e inversión; por los aportes recibidos de los entes territoriales para 
funcionamiento e inversión; y por los recursos y rentas propias de cada universidad estatal u 
oficial, en el marco de su autonomía.  

Los aportes del Presupuesto General de la Nación y los aportes de las entidades territoriales 
asignados anualmente a las universidades estatales u oficiales se calcularán tomando como 
base el presupuesto asignado a cada universidad. Dichos aportes deberán incrementarse cada 
año en un porcentaje, como mínimo, equivalente al Índice de Costos de la Educación Superior 
– ICES – de las universidades estatales u oficiales, calculado por el DANE, indicador que incluye 
la variación de gastos salariales.  

Para garantizar la sostenibilidad de las nuevas seccionales, sedes o lugares de desarrollo 
creadas para ampliar la oferta de educación superior, se dispondrán recursos adicionales 
provenientes de los aportes del Presupuesto General de la Nación o de las entidades 
territoriales, los cuales harán parte de la base presupuestal de las universidades oficiales o 

 

SECCIÓN DE LEYES 

 

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 

 

Edificio Capitolio Nacional – Primer Piso   Teléfonos  3825381    3825186 

 

 

estatales, siempre que dichas seccionales, sedes o lugares de desarrollo permanezcan en 
operación.  

Parágrafo 1. En los casos en que el incremento anual del Índice de Costos de la Educación 
Superior - ICES de las universidades estatales u oficiales sea inferior a la variación del Índice 
de Precios al Consumidor - IPC, el aumento de los aportes del Presupuesto General de la Nación 
y de las entidades territoriales se ajustará con base en la variación del Índice de Precios al 
Consumidor – IPC.  

Parágrafo 2. Desde el Presupuesto General de la Nación se dispondrán recursos adicionales a 
las universidades estatales u oficiales que se distribuirán conforme los siguientes criterios: 

1. Aumentar progresivamente el acceso, la permanencia y la graduación de las y los 
estudiantes de pregrado. 

2. Cierre de brechas territoriales y sociales como factor transversal para la distribución de 
recursos.  En ningún caso esta disposición significará una disminución de la base 
presupuestal existente para las universidades estatales u oficiales a la entrada en 
vigencia de la presente ley. 

3. Financiar programas estratégicos de mejoramiento de la calidad educativa, la 
investigación, la innovación y la infraestructura física y tecnológica de dichas 
instituciones. 

4. Financiar las variaciones del régimen salarial y prestacional docente, así como otros 
factores que inciden en el costo salarial, implementación de programas de formalización 
laboral y el fortalecimiento de las plantas docentes y administrativas. 

Para este propósito el Ministerio de Educación Nacional establecerá mecanismos con criterios 
verificables como el aumento de cobertura, la permanencia y el mejoramiento de la calidad. 

Estos recursos harán parte de la base presupuestal y estarán sujetos a la disponibilidad 
presupuestal.  Su asignación y seguimiento será reglamentada por el Gobierno Nacional en 
cabeza del Ministerio de Educación Nacional en un plazo no superior a los seis (6) meses 
posteriores a la promulgación de la presente ley, incorporando mecanismos para el uso eficiente 
y transparente de los recursos. 

Dicha reglamentación incorporará indicadores orientados al cierre de brechas, regionalización, 
bienestar, cobertura, internacionalización, transformación digital, pertinencia y otros que 
respondan a los ejes misionales de las universidades estatales u oficiales y el mejoramiento de 
la calidad. 
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Adicionalmente, la transferencia de los recursos estarán sujetos al cumplimiento de planes 
indicativos, evaluados con indicadores de retención y graduación estudiantil, participación en 
programas de formación docente, proyectos de investigación y publicaciones, movilidad 
estudiantil y docente, bienestar estudiantil, acceso y uso de infraestructura académica y 
tecnológica, procesos de mejoramiento y transformación con base en las nuevas tecnologías 
de la información, y ejecución en proyectos estratégicos.   

Todo lo anterior se desarrollará respetando en todo momento la autonomía universitaria, en el 
marco de la Constitución y la ley, de tal manera que los planes indicativos y los indicadores 
definidos fortalezcan la calidad educativa y la misión institucional sin menoscabar la libertad 
académica, administrativa y de autogobierno de las universidades estatales y oficiales.     

Parágrafo 3. En todo caso, la Nación y las entidades territoriales podrán realizar transferencias 
adicionales de recursos que se destinen para gastos no recurrentes, infraestructura o planes de 
fortalecimiento de la calidad. Estas transferencias no harán parte de la base presupuestal de 
las universidades estatales u oficiales.  

Parágrafo 4: En el marco de la autonomía de la que gozan las universidades estatales y 
oficiales, estas propenderán por implementar procesos participativos en la elaboración anual 
del presupuesto, donde su comunidad académica pueda proponer proyectos de inversión y de 
bienestar.  
 

Artículo 3º. Presupuesto de las Instituciones Técnicas Profesionales, Instituciones 
Tecnológicas, Instituciones Universitarias o Escuelas Tecnológicas estatales u 
oficiales. Adiciónese un artículo nuevo a la Ley 30 de 1992, el cual quedará así:  

Artículo 86 a. Con el fin de constituir la base presupuestal de las instituciones técnicas 
profesionales, instituciones tecnológicas, instituciones universitarias o escuelas tecnológicas 
estatales u oficiales, incluidas aquellas que son establecimientos públicos del orden territorial, 
cuya norma de creación no vincula a la Nación en su esquema de financiación, la Nación 
incorporará recursos del Presupuesto General de la Nación equivalentes como mínimo al 0,05% 
del Producto Interno Bruto calculado por el DANE para el año anterior a la entrada en vigencia 
de esta ley, alcanzando progresivamente el 0,07% del Producto Interno Bruto de acuerdo con 
los recursos establecidos en el parágrafo 2 del presente artículo. La forma de distribución de 
estos recursos será calculada por el Ministerio de Educación Nacional contemplando criterios de 
equidad territorial cierre de brechas, fortalecimiento institucional y mejoramiento de la calidad.  

Estos recursos y los que hagan las entidades territoriales se incrementarán cada año como 
mínimo con la variación del Índice de Costos de la Educación Superior – ICES – para las 
instituciones de educación superior estatales u oficiales calculado por el DANE, indicador que 
incluye la variación de gastos salariales.  

La distribución de estos recursos será parte de la base presupuestal de todas las instituciones 
técnicas profesionales, instituciones tecnológicas, instituciones universitarias o escuelas 
tecnológicas estatales u oficiales, incluidas aquellas que son establecimientos públicos del orden 
territorial cuya norma de creación no vincula a la Nación en su esquema de financiación.  

Para garantizar la sostenibilidad de las nuevas seccionales, sedes o lugares de desarrollo 
creadas para ampliar la oferta de educación superior, se dispondrán recursos adicionales, 
provenientes de los aportes del Presupuesto General de la Nación o de las entidades 
territoriales, los cuales harán parte de la base presupuestal de las instituciones técnicas 
profesionales, instituciones tecnológicas, instituciones universitarias y escuelas tecnológicas 
estatales u oficiales, incluidas aquellas que son establecimientos públicos del orden territorial 
cuya norma de creación no vincula a la Nación en su esquema de financiación, siempre que 
dichas seccionales, sedes o lugares de desarrollo permanezcan en operación.  

Parágrafo 1. En los casos en que el incremento anual del Índice de Costos de la Educación 
Superior – ICES – de las instituciones de educación superior estatales u oficiales sea inferior a 
la variación Índice de Precios al Consumidor – IPC, el aumento de los aportes del Presupuesto 
General de la Nación y de las entidades territoriales se ajustará con base en la variación del 
Índice de Precios al Consumidor – IPC.  

Parágrafo 2. Desde el Presupuesto General de la Nación se dispondrán recursos adicionales a 
las instituciones técnicas profesionales, instituciones tecnológicas, instituciones universitarias, 
escuelas tecnológicas estatales u oficiales que se distribuirán conforme los siguientes criterios:  

1. Aumentar progresivamente el acceso, la permanencia y la graduación de las y los 
estudiantes de pregrado. 

2. Cierre de brechas territoriales y sociales como factor transversal para la distribución de 
recursos.  En ningún caso esta disposición significará una disminución de la base 
presupuestal existente para las instituciones técnicas profesionales, instituciones 
tecnológicas, instituciones universitarias, escuelas tecnológicas estatales u oficiales a la 
entrada en vigencia de la presente ley. 

3. Financiar programas estratégicos de mejoramiento de la calidad educativa, la 
investigación, la innovación y la infraestructura física y tecnológica de dichas 
instituciones. 

4. Financiar las variaciones del régimen salarial y prestacional docente, así como otros 
factores que inciden en el costo salarial, implementación de programas de formalización 
laboral y el fortalecimiento de las plantas docentes y administrativas. 

Para este propósito el Ministerio de Educación Nacional establecerá mecanismos con criterios 
verificables como el aumento de cobertura, la permanencia y el mejoramiento de la calidad. 

Estos recursos harán parte de la base presupuestal y estarán sujetos a la disponibilidad 
presupuestal.  Su asignación y seguimiento será reglamentada por el Gobierno Nacional en 
cabeza del Ministerio de Educación Nacional en un plazo no superior a los seis (6) meses 
posteriores a la promulgación de la presente ley, incorporando mecanismos para el uso eficiente 
y transparente de los recursos. 

Dicha reglamentación incorporará indicadores orientados al cierre de brechas, regionalización, 
bienestar, cobertura, internacionalización, transformación digital, pertinencia y otros que 
respondan a los ejes misionales de las instituciones técnicas profesionales, instituciones 
tecnológicas, instituciones universitarias, escuelas tecnológicas estatales u oficiales y el 
mejoramiento de la calidad. 

De igual manera, los recursos estarán sujetos al cumplimiento de planes indicativos, evaluados 
con indicadores de retención y graduación, proyectos de investigación y publicaciones, 
movilidad académica, bienestar estudiantil, acceso y uso de infraestructura tecnológica, 
procesos de mejoramiento y transformación con base en las nuevas tecnologías de la 
información, y ejecución en proyectos estratégicos. 

Todo lo anterior se desarrollará respetando la autonomía universitaria establecida en la 
Constitución y la ley. 

Parágrafo 3. En todo caso, la Nación y las entidades territoriales podrán realizar transferencias 
adicionales que se destinen para gastos no recurrentes, infraestructura o planes de 
fortalecimiento de la calidad. Estas transferencias no harán parte de la base presupuestal de 
las instituciones técnicas profesionales, instituciones tecnológicas, instituciones universitarias y 
escuelas tecnológicas estatales u oficiales.  

Parágrafo 4. En el marco de la autonomía de la que gozan las instituciones técnicas 
profesionales, instituciones tecnológicas, instituciones universitarias o escuelas tecnológicas 

estatales y oficiales, estas propenderán por implementar procesos participativos en la 
elaboración anual del presupuesto, donde su comunidad académica pueda proponer proyectos 
de inversión y bienestar.  
 

Artículo 4º. Modifíquese el artículo 87 de la Ley 30 de 1992, el cual quedará así:  

Artículo 87. El Gobierno Nacional incrementará anualmente sus aportes para las universidades 
estatales u oficiales, de orden nacional, departamental, distrital y municipal, en un porcentaje 
no inferior al 70% del incremento real del Producto Interno Bruto. Estos recursos no harán 
parte de la base presupuestal de las universidades estatales u oficiales.  

Parágrafo 1. En el caso de que la tasa real de crecimiento anual del Producto Interno Bruto 
real sea negativa, los aportes por este concepto para las universidades estatales u oficiales se 
calcularán tomando como base la tasa real de crecimiento anual del Producto Interno Bruto 
correspondiente al último año con variación positiva.  

Parágrafo 2. La metodología de distribución de los recursos de los que trata el presente 
artículo será definida por el Ministerio de Educación Nacional teniendo en cuenta criterios de 
equidad relacionados con las actividades misionales y el mejoramiento de la calidad, priorizando 
el cierre de brechas entre las universidades estatales u oficiales.  

Parágrafo 3 (Nuevo). Cuando la tasa de crecimiento del PIB sea superior al doble de lo 
registrado en la vigencia anterior, el incremento anual de que trata este artículo será del 30%.  
 

Artículo 5°: Crecimiento progresivo de los recursos a las instituciones de educación 
superior estatales u oficiales. Adiciónese un artículo nuevo a la Ley 30 de 1992, el cual 
quedará así:  

Artículo 87 a. Las transferencias para funcionamiento e inversión, así como los demás recursos 
asignados desde el Presupuesto General de la Nación y de las entidades territoriales 
propenderán por un crecimiento progresivo hasta alcanzar como mínimo el equivalente al 1% 
del Producto Interno Bruto.  
 

Artículo 6°: Control social a los recursos de las instituciones de educación superior 
estatales u oficiales. Adiciónese un artículo nuevo a la Ley 30 de 1992, el cual quedará así:  
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Artículo 87 b. Las comunidades educativas de las instituciones de educación superior estatales 
u oficiales podrán constituir veedurías ciudadanas, atendiendo a lo reglamentado en la 
Constitución Política y en la Ley 850 de 2003 o la que haga sus veces. El Ministerio del Interior 
prestará asesoría técnica a las comunidades educativas que autónomamente decidan ejercer el 
control social.  

Adicionalmente, la Contraloría General de la República en el marco de lo establecido en el Acto 
Legislativo 04 de 2019 y el Decreto Ley 403 de 2020, que reglamenta la función para el 
seguimiento permanente a los recursos públicos y el ejercicio de la vigilancia y control fiscal 
concomitante y preventivo, acompañará a las veedurías ciudadanas que se constituyan en la 
instituciones de educación superior estatales u oficiales, propendiendo por una correcta y fluida 
articulación con el control social.  

Parágrafo. La conformación de las veedurías no sustituye el ejercicio de control interno en las 
instituciones de educación superior estatales u oficiales, ni las de inspección y vigilancia del 
Ministerio de Educación Nacional. 

La Contraloría General de la República publicará anualmente en un portal de acceso público los 
informes consolidados de seguimiento y control social de las instituciones de educación superior 
estatales u oficiales. 
 

Artículo 7º (NUEVO). Con el propósito de garantizar el cierre de brechas en la asignación de 
recursos a las instituciones de educación superior estatales u oficiales, el Gobierno Nacional 
asignará recursos adicionales bajo un esquema de distribución progresivo en los siguientes 
quince (15) años de entrada en vigencia de la presente ley, orientados a mejorar las condiciones 
presupuestales para la oferta, el acceso, la permanencia, la regionalización y la calidad entre 
instituciones, dicha asignación se definirá a partir de criterios que harán parte de la 
reglamentación definida en el parágrafo 2 del Artículo 2 y en el parágrafo 2 del artículo 3 de la 
presente Ley a cargo del Ministerio de Educación Nacional. 
 

Artículo 8º. Vigencia y derogaciones. La presente ley rige a partir de su sanción y 
publicación en el Diario Oficial y deroga todas las disposiciones legales o reglamentarias que le 
sean contrarias. 

Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 
permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado de la República del día 
24 de septiembre de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 212 DE 2024 SENADO “POR LA CUAL 
SE MODIFICA PARCIALMENTE EL CAPÍTULO V DEL TÍTULO III DE LA LEY 30 DE 1992 Y 
SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
PEDRO HERNANDO PORRAS FLÓREZ  SANDRA RAMÍREZ LOBO SILVA 
Coordinador Ponente    Senadora Ponente 
 
 
 
 
JULIO ALBERTO ELÍAS VIDAL   CARLOS ANDRÉS TRUJILLO G. 
Senador Ponente     Senador Ponente 
 
 
 
 
ANA MARIA CASTAÑEDA GOMEZ   GUSTAVO MORENO HURTADO  
Senadora Ponente     Senador Ponente 
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del Senado de la 
República del día 24 de septiembre de 2025, de conformidad con el texto propuesto para segundo 
debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  
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